El siguiente es el documento presentado por el Magistrado ponente que sirvió de base para proferir en audiencia la sentencia de segunda instancia dentro del presente proceso. El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en el audio que reposa en la Secretaría.
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Radicación Nro.
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Proceso

 
Ordinario Laboral

Demandante:


Marleny de Jesús Jiménez Serna
Demandados:


Juntas Regional y Nacional de Calificación de Invalidez 
Magistrado Ponente:                Julio César Salazar Muñoz

Juzgado de origen:
            Juzgado Tercero Laboral del Circuito

DICTAMEN DE MEDICO PARTICULAR / DICTAMEN DE LA JUNTA DE CALIFICACIÓN DE INVALIDEZ /IMPUGNACIÓN DEL DICTAMEN: Nótese como la referida norma determina de manera clara que para poder modificar el origen y el grado de la pérdida de la capacidad laboral, mas no la fecha de estructuración fijada en el dictamen demandado, es indispensable que se allegue al proceso judicial, a solicitud de parte o de oficio por parte del juez, dictamen efectuado únicamente por un auxiliar de la justicia, universidad, entidad diferente competente para ello como por ejemplo el Instituto de Medicina Legal y Ciencias Forenses o en su defecto, una Junta diferente a la que emitió el dictamen demandado son temas técnico-científicos que deben ser abordados por este tipo de entidades destinadas precisamente para ese fin; mientras que la fecha de estructuración es una cuestión que puede fijarse a partir de otras pruebas diferentes que pueden ser aportadas al proceso y que no necesitan de esos precisos conocimientos. 

(…)
Al no estar de acuerdo con el dictamen que de manera definitiva emitió esa entidad, por considerar que contiene inexactitudes insalvables y omitió analizar aspectos como el de las labores habituales para las que fue asegurada, pues no consideró la total pérdida de destreza en sus miembros superiores, ni su falta de rehabilitación luego de intervenida quirúrgicamente, decidió hacerse valorar por el Dr. Oliverio Aguirre Orozco, médico cirujano, especialista en salud ocupacional y seguridad social, quien en concepto médico ocupacional de 27 de enero de 2014 concluyó que ella sufrió una PCL del 58.82%, sin precisar el origen, pero anotando que la fecha estructuración es necesariamente aquélla que se encuentra en firme, esto es 29 de septiembre de 2003  –fls. 48 a 51-.

(…)
Sentado lo anterior, preciso es anotar que si bien la referida pericia toma en cuenta todas las patologías sufridas por la actora y su evolución; lo cierto es que ésta prueba, de conformidad con lo previsto en el parágrafo 3º del artículo 4º del Decreto 1352 de 2013, no resulta ser la idónea para controvertir el dictamen demandado, pues para modificar el grado de invalidez y/o su origen, debía ser evaluado por un auxiliar de la justicia, universidad u otro organismo o entidad calificado para ello o en su defecto otra sala diferente a la que emitió el dictamen.  Nótese que la norma no hace relación a que un médico particular puede fungir como perito, para esos efectos, pero si otras entidades diferentes a las accionadas, por lo que no cabe el reproche del recurrente consistente en que ninguna aplicación práctica tiene la citada disposición, si no se puede hacer uso de profesionales diferentes a las demandadas para establecer la PCL de una persona.

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA LABORAL

MAGISTRADO PONENTE: JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ 

AUDIENCIA PÚBLICA

En la fecha, siendo las dos de la tarde (2:00 p.m.), conforme se programó en auto anterior, esta Sala No 2 y su Secretario se constituyen en audiencia pública con el objeto de resolver el recurso de apelación interpuesto por MARLENY DE JESUS JIMENEZ SERNA contra la sentencia proferida por el Juzgado Quinto Laboral del Circuito el 2 de marzo de 2016, proferida dentro del proceso que inició en contra de las JUNTAS REGIONAL Y NACIONAL DE CALIFICACIÓN DE INVALIDEZ y la ARP Colmena S.A. radicado bajo el número 66001-31-05-005-2014-00255-01.

El proyecto presentado por el Magistrado Ponente fue revisado y aprobado, conforme consta en el acta de la referencia y en él se da cuenta de los siguientes:

ANTECEDENTES

Pretende la señora Marleny de Jesús Jimenez Serna que la justicia laboral declare inválido, ineficaz e inoponible el dictamen No 765-2012 del 13 de diciembre de 2012, así como el acta especial de 31 de enero de 2013, por medio del cual se resolvió el recurso de reposición, proferido por la Junta Regional de Calificación de Invalidez del Risaralda, en la que se determinó que había alcanzado una pérdida de capacidad laboral del 37.9% estructurada el 16 de noviembre de 2012.  Igual declaración pretende, pero de manera parcial, respecto al dictamen No 42066030 de 30 de mayo de 2013, emitido por la Junta Nacional de Calificación de Invalidez, mediante el cual se resolvió el recurso de apelación interpuesto contra el anterior dictamen, en el cual se confirma el porcentaje de pérdida de capacidad laboral, dictada por el inferior.
Pretende también, que se declare que ha perdido más del 50% de su capacidad laboral y que, como quiera que cumple con los presupuestos necesarios para acceder a la pensión de invalidez de origen profesional, se ordene a la Compañía de Seguros de Vida Colmena S.A., que conceda dicha prestación a partir del 29 de septiembre de 2003, en cuantía del salario mínimo legal mensual vigente; que se disponga la indexación del retroactivo y se condene al pago de intereses moratorios.
Cómo fundamento de tales pretensiones narró que trabajó para Alimentos y Servicios Ltda, aproximadamente 20 años, desempeñando el cargo de Chef; que fue diagnosticada con el síndrome del túnel carpiano bilateral, distrofia refleja, patología comprensiva del nervio radial, fibromialgia y trastorno depresivo severo, enfermedades que fueron calificadas como de origen profesional; que en virtud de tal valoración, la ARP Colmena S.A. encargada de cubrir ese riesgo, dispuso su reubicación, siendo reasignada por su empleador en las labores de aseo y oficios varios.

Informa que fue calificada por parte de la Junta Nacional de Calificación de Invalidez con un 39.62% de pérdida de capacidad laboral, con fecha de estructuración 29 de septiembre de 2003, porcentaje que mereció el reconocimiento de las indemnizaciones previstas en la legislación laboral, a cargo de la ARP.

Contó que la empresa Alimentos y Servicios Ltda desapareció de la vida jurídica, por lo tanto quedó desempleada y discapacitada, pues a pesar de haber recibido tratamiento para sus múltiples patologías no logró restablecer su salud, generándose en la actualidad un deterioro progresivo de su condición médica, situación que la llevó a solicitar a la ARP Colmena S.A. la revisión de su estado de invalidez, siendo nuevamente valorada por la Junta Regional de Calificación de Invalidez, entidad que dictaminó una pérdida de capacidad laboral igual a 37.95%, con fecha de estructuración 16 de noviembre de 2012; contra dicha decisión interpuso los recursos de ley, pero no logró su modificación.

Reprocha lo determinado por las entidades que realizaron su proceso de calificación en primera y segunda instancia, pues estima no se tuvieron en cuenta las nuevas patologías que la aquejan, así como las labores para las cuales fue asegurada, al paso que quedó en evidencia inexactitudes y consideraciones fuera de contexto, así como se incurrió en el error de no valorarla de manera integral.
Debido a estas inconsistencias, solicitó la valoración de un médico particular, de reconocida experiencia, quien la dictaminó con una pérdida de capacidad laboral igual a 58.82%.

Colmena  vida y riesgos laborales se vinculó a la litis y aceptó los hechos de la demanda, excepto aquéllos relacionados con el vínculo laboral de la demandante con Alimentos y Servicios Ltda, las patologías que afirma le fueron diagnosticadas, mientras duró la relación laboral, su actual estado clínico,  los reproches que formuló contra los dictámenes rendidos por las Juntas Regional y Nacional de Calificación de invalidez, la calificación realizada por un médico particular y sus conclusiones.  Se opuso a las pretensiones y formuló como excepciones las de “Prescripción, Inexistencia de causal de nulidad de los dictámenes, Ausencia de carácter de invalida, Conflicto Jurídico excluyente de carácter jerárquico, funcional e inexistencia de la obligación de reconocer pensión de invalidez a la demandante, por no reunir los requisitos mínimos legales para tal efecto, Compensación, Límite de Responsabilidad, Incompatibilidad entre pretensiones de la demanda, Buena fe y Genérica”.

La Junta Regional de Calificación de Invalidez, admitió en su momento los hechos que hacen relación al diagnóstico inicial de la señora Jiménez Serna, el origen de sus patologías, la calificación realizada por la Junta Nacional de Calificación de Invalidez en la primera oportunidad, los dictámenes realizados por esa entidad y su homónima nacional, los recursos interpuestos, la calificación definitiva de la actora que arrojó una pérdida de capacidad laboral igual a 37.95%, el dictamen rendido por un médico particular y el porcentaje de pérdida de capacidad laboral por él dictaminado; los demás hechos manifestó que no le constaban o que no eran ciertos.  Se opuso a las pretensiones y formuló como excepciones las de “Legalidad de la Calificación” y “Ausencia de Error Grave”.

La Junta Nacional de Calificación de Invalidez a su vez aceptó los hechos relacionados con la prestación del servicio de la señora Marleny de Jesús Jimenez Serna a la empresa procesadora de “Alimentos y Servicios Ltda y en el cargo de chef, las enfermedades diagnósticas mientras duró la relación laboral y el origen profesional de dichas patologías, la calificación dictaminada por esa entidad, equivalente al 39.36% de pérdida de capacidad laboral, de origen profesional, estructurada el 29 de septiembre de 2003, el tratamiento recibido con miras a restablecer su salud, los cuales no fueron suficientes para restablecer la misma y el proceso de calificación surtida en ambas instancia, que arrojó como porcentaje de PCL un 37.95%, con fecha de estructuración 16 de noviembre de 2012.
En relación con las pretensiones que tienen que ver con esa entidad se opuso, al estimar que el dictamen rendido cuenta con los soportes probatorios y guardan plena concordancia con el marco legal y técnico que rige las calificaciones de pérdida de la capacidad laboral.  Como excepciones formuló las de “Legalidad  de la Calificación dada por la Junta Nacional de Calificación”, “Improcedencia del petitum: inexistencia de prueba idónea para controvertir el dictamen  - carga de la prueba a cargo del contradictor”, “La variación en la condición clínica del paciente con posterioridad al dictamen de la Junta Nacional exime de responsabilidad a la entidad”, “Falta de Legitimación por Pasiva de la Junta Nacional de Calificación de invalidez: Incoherencia de las pretensiones –competencia del juez laboral”, “Buena fe” y “Genérica”.
En sentencia de 2 de marzo de 2016, la juez con base en las pruebas allegadas negó las pretensiones de la demanda que pretendían la declaración ineficacia, invalidez e inoponibilidad de la calificación de la PCL realizadas por la Juntas demandadas, al considerar la validez de tales dictamines, debido a que la pericia  presentada por la Sala 4º de ésta última entidad, así lo determinó, sin que mereciera reproche el concepto que como perito rindió en el presente asunto, descartando así la experticia que acompañó el libelo inicial, dictaminada por un médico particular.

Frente a tal determinación se relevó de la obligación de estudiar las pretensiones encaminadas al reconocimiento y pago de la pensión de invalidez de origen profesional.
Inconforme con la decisión, la actora interpuso recurso de apelación manifestando su desacuerdo en relación con la manifestación consistente en que los únicos dictámenes válidos son los proferidos por las Juntas de Calificación de Invalidez para determinar la PCL de una persona, con fundamento en el artículo 41 o 43 de la Ley 100 de 1993, pues ello es desconocer lo dispuesto en el parágrafo 4º del artículo 3º del Decreto 1352 de 2013, Ley especial y posterior que además de eso establece el mecanismo y la forma en los cuales se controvierten en sede jurisdiccional, los dictámenes proferidos por las Juntas Nacionales, en desarrollo de su objeto social.
Precisa que a pesar de que no existan profesionales idóneos en la lista de auxiliares para realizar este tipo de dictámenes, ello no significa que no pueda acudirse a otros o a una entidad competente que pueda brindar su concepto frente al origen, estructuración y porcentaje de pérdida de capacidad laboral, por lo que considera que el concepto, que no fue cuestionado por las demandadas, y que fue  rendido por el doctor Oliverio Aguirre Orozco, de quien se logró demostrar su idoneidad y capacidad para rendir la pericia,  debe ser tenido en cuenta para definir el real porcentaje de pérdida de capacidad laboral de la promotora de la litis.

Cuestiona también que en la pericia rendida por la Sala 4 de la Junta Nacional de Calificación de Invalidez se haya modificado la fecha de estructuración de la invalidez, cuando ningún pedimento se hizo al respecto, por lo tanto, debía permanecer la establecida en el dictamen de fecha 30 de mayo de 2013, que determinó como fecha de origen de la invalidez el 29 de septiembre de 2003 y no el 16 de noviembre de 2012, determinado por la Corporación que fungió como auxiliar de la justicia en este proceso.

Reprocha igualmente, que en dicha valoración se convalidan sin ningún argumento, las calificaciones efectuadas por las demandas el 11 de noviembre de 2012 y el 30 de mayo de 2013, respectivamente, ratificando las mismas apreciaciones, validando la misma historia clínica y omitiendo verificar los reparos que sobre los mismos presentó el testigo experto.

Es por todo lo anterior que solicita que esta Corporación revoque la decisión y acceda a las pretensiones invocadas en la demanda.
CONSIDERACIONES
A esta Sala de Decisión le corresponde resolver el siguiente

PROBLEMA JURIDICO:

¿Es posible declarar válido el dictamen emitido por un médico particular en el que se determina la pérdida de capacidad laboral de la actora en más del 50%l?

Con el propósito de dar solución al interrogante en el caso concreto, la Sala considera necesario precisar, el siguiente aspecto:
EL DICTAMEN DE LA JUNTA DE CALIFICACION DE INVALIDEZ COMO PRUEBA DENTRO DEL PROCESO JUDICIAL

La Sala de Casación Laboral por medio de las sentencias de 29 de junio de 2005 radicación Nº 24.392, 30 de agosto de 2005 radicación Nº 25.505 y más recientemente en la SL 5622 de 9 de abril de 2014 radicación Nº 52.072 con ponencia de la Magistrada Clara Cecilia Dueñas Quevedo ha enseñado que el dictamen emitido por una Junta de Calificación de Invalidez no es la prueba “calificada y exclusiva” para determinar la disminución de la capacidad laboral, el origen de la calificación y la fecha de estructuración de la misma, pues dicha prueba realmente es un experticio que la ley estableció que fuera practicado por unos determinados entes, sin que constituya en si una prueba solemne.

En ese sentido, el parágrafo 3º del artículo 4º del Decreto 1352 de 2013 establece: “Sin perjuicio del dictamen pericial que el juez laboral pueda ordenar a un auxiliar de la justicia, a una universidad, a una entidad u organismo competente en el tema de calificación del origen y pérdida de la capacidad laboral, el juez podrá designar como perito a una Junta Regional de Calificación de Invalidez que no sea la Junta a la que corresponda el dictamen demandado.”. 

Nótese como la referida norma determina de manera clara que para poder modificar el origen y el grado de la pérdida de la capacidad laboral, mas no la fecha de estructuración fijada en el dictamen demandado, es indispensable que se allegue al proceso judicial, a solicitud de parte o de oficio por parte del juez, dictamen efectuado únicamente por un auxiliar de la justicia, universidad, entidad diferente competente para ello como por ejemplo el Instituto de Medicina Legal y Ciencias Forenses o en su defecto, una Junta diferente a la que emitió el dictamen demandado son temas técnico-científicos que deben ser abordados por este tipo de entidades destinadas precisamente para ese fin; mientras que la fecha de estructuración es una cuestión que puede fijarse a partir de otras pruebas diferentes que pueden ser aportadas al proceso y que no necesitan de esos precisos conocimientos. 

1. EL CASO CONCRETO
Sostiene la señora Marleny de Jesús Jiménez Serna en la demanda, que después de haber sido calificada por las Juntas Regional y Nacional de Calificación de Invalidez, en dictamen de 13 de diciembre de 2012 se determinó, en última instancia, que tenía una PCL equivalente al 37.95% estructurada el 29 de febrero de 2003.

Al no estar de acuerdo con el dictamen que de manera definitiva emitió esa entidad, por considerar que contiene inexactitudes insalvables y omitió analizar aspectos como el de las labores habituales para las que fue asegurada, pues no consideró la total pérdida de destreza en sus miembros superiores, ni su falta de rehabilitación luego de intervenida quirúrgicamente, decidió hacerse valorar por el Dr. Oliverio Aguirre Orozco, médico cirujano, especialista en salud ocupacional y seguridad social, quien en concepto médico ocupacional de 27 de enero de 2014 concluyó que ella sufrió una PCL del 58.82%, sin precisar el origen, pero anotando que la fecha estructuración es necesariamente aquélla que se encuentra en firme, esto es 29 de septiembre de 2003  –fls. 48 a 51-.

En primer lugar debe precisarse que éste dictamen, aportado por la parte actora, fue tenido en cuenta en el decreto de las pruebas como una de las documentales a valorar, sin que las accionadas hubieren tenido reparo al respecto.
No obstante, en realidad, el reproche que del mismo hicieron quedó consignado en la respuesta a la demanda.  En efecto, al contestar los hechos  relacionados con el concepto emitido por dicho profesional, no lo admitieron cómo válido para definir el fondo del asunto y se pronunciaron así: i) la ARP Colmena indicando que tales supuestos fácticos no le constaban porque eran ajenos a su conocimiento, ii) la Junta Regional de Calificación de Invalidez, negándole peso para para oponerlo a la calificación emitida por esa entidad y iii) la Junta Nacional de Calificación de Invalidez reprochando la idoneidad del dictamen al advertir que no fue rendido por las entidades competentes y concluyendo entonces que carecía de efecto jurídico y fuerza vinculante.
Lo anterior, para indicar que no le asiste razón al recurrente cuando afirma que el concepto emitido por el especialista en salud ocupacional no fue controvertido por las partes y que en tal virtud debe considerarse para definir la litis.  El hecho de que no hayan cuestionado el dictamen como tal o el profesionalismo del citado galeno, no significan su aceptación por parte de las demandadas.
Sentado lo anterior, preciso es anotar que si bien la referida pericia toma en cuenta todas las patologías sufridas por la actora y su evolución; lo cierto es que ésta prueba, de conformidad con lo previsto en el parágrafo 3º del artículo 4º del Decreto 1352 de 2013, no resulta ser la idónea para controvertir el dictamen demandado, pues para modificar el grado de invalidez y/o su origen, debía ser evaluado por un auxiliar de la justicia, universidad u otro organismo o entidad calificado para ello o en su defecto otra sala diferente a la que emitió el dictamen.  Nótese que la norma no hace relación a que un médico particular puede fungir como perito, para esos efectos, pero si otras entidades diferentes a las accionadas, por lo que no cabe el reproche del recurrente consistente en que ninguna aplicación práctica tiene la citada disposición, si no se puede hacer uso de profesionales diferentes a las demandadas para establecer la PCL de una persona.

Es más, en el proceso se solicitó como prueba un nuevo dictamen pericial “con el objeto de establecer la pérdida de capacidad laboral de la actora”, prueba que fue decretada por la funcionaria de primer grado en la audiencia respectiva, designando en ese mismo momento a la Sala 4 de la Junta Nacional de Calificación de Invalidez, sin que contra tal decisión se presentara objeción alguna, por lo que cuestionar ahora la imparcialidad de dicha Corporación resulta inoportuno y además improcedente.  

Así las cosas, encontrándose descartado el análisis del concepto emitido por del doctor Oliverio Aguirre Orozco, en el que está fundamentado parte del recurso de apelación, resta verificar los reparos que sobre el dictamen efectuado por la Sala 4 de la Junta Nacional, tiene el recurrente.

Para estos efectos, es necesario poner de presente que en el acápite de pretensiones, la parte actora solicita la invalidez, ineficacia e inoponibilidad del dictamen No 765-2012 del 13 de diciembre de 2012, del acta especial de 31 de enero de 2013 por medio del cual se resuelve el recurso de reposición y parcialmente de la calificación que en última instancia determinó la Junta Nacional de Calificación de Invalidez, pero solo en lo que respecta a la confirmación del porcentaje de pérdida de capacidad laboral.
Las calificaciones cuestionadas determinaron en primera instancia que la demandante había perdido su capacidad laboral en un 37.95%, con fecha de estructuración 16 de noviembre de 2012, de origen profesional, mientras que en la en segunda instancia, sólo se modificó la fecha de estructuración, para fijarla el 29 de febrero de 2003. En este punto, vale la pena aclarar que la Junta Nacional incurrió en un error al determinar dicha data, pues de acuerdo con las consideraciones del mismo dictamen esta fecha correspondía a 29 de septiembre de 2003.

Cabe considerar que al solicitar la parte actora la modificación única y exclusivamente del porcentaje de pérdida de capacidad laboral, el dictamen que rindiera la entidad que fungió como perito auxiliar de la justicia, debió limitarse a éste ítem, no obstante modificó la fecha de estructuración, fijando el 16 de noviembre de 2012, por ser la data en que se efectúo la valoración por parte del médico de esa Corporación.
En ese sentido, razón le asiste a la recurrente en manifestar que en ese punto erró el calificador, pues como claramente lo indicó el oficio por medio del cual se solicitó la práctica de la prueba sólo debía determinar la pérdida de capacidad laboral de la señora Marleny de Jesús Jiménez Serna.  En consecuencia siguiendo lo concluido por la Junta Nacional de Calificación de invalidez en dictamen de fecha 30 de mayo de 2013, como fecha de estructuración de la PCL se mantiene el 29 de septiembre de 2003 y en ese sentido se modificará el ordinal tercero de la sentencia recurrida.
Por lo demás ningún reparo merece el dictamen presentado por la entidad encargada de rendir la pericia en este asunto, pues a pesar de que tuvo en cuenta exámenes realizados a la paciente luego de la calificación de su homónima, como la  electromiografía miembros inferiores “EMG MMII” realizada el 8 de agosto de 2015 y la evaluación neuropsicológica extensiva efectuada el 31 de julio de igual año, éstos no arrojaron resultados para considerar la evolución de las patologías “TRANSTORNO DEPRESIVO RECURRENTE MODERADO CON SÍNDROME SOMÁTICO y SÍNDROME DEL TUNEL CARPIANO” calificadas por las Juntas demandadas, por lo que consideró que ningún aumento en el porcentaje de pérdida de la capacidad laboral se produjo en la paciente. 
Ahora, pretender que se valore de manera integral a la demandante, es decir, teniendo en cuenta patologías que resultan nuevas al cuadro clínico por el que ha sido calificada, no es procedente porque frente a estos puntos no han tenido las Juntas accionadas oportunidad de pronunciarse como son las relativas “al incremento de su peso, la hipertensión arterial así como la aparición de enfermedades cervicales asociadas a la desfavorable evolución y progresividad de las patologías nerviosas y neuropatías de la demandante”, relacionadas en el hecho 23 de la demanda, pues en relación con dichas enfermedades ninguna inconformidad presentó la actora en los recursos interpuestos por vía administrativa.

No obstante, si en gracia de discusión se accediera a dicha petición, el hallazgo de esas nuevas patologías y la evolución de las ya consideradas, de haberse presentado, muy posiblemente habrían elevado el porcentaje de pérdida de capacidad laboral, pero ubicando la fecha de estructuración en el momento mismo en aquéllas tuvieron ésta incidencia, debiéndose modificar entonces la fecha de estructuración, cambió al que no está dispuesta la recurrente.  

Por lo expuesto, al no existir motivos para restarle validez a los dictámenes de pérdida de capacidad laboral realizados por las Juntas Regional y Nacional de Calificación de Invalidez a la señora Marleny de Jesús Jimenez Serna, como tampoco para cuestionar el experticio rendido por la entidad que colaboró como perito en el presente asunto, que fijaron el grado de PCL de ésta en 37.95%, la sentencia, de primer grado será confirmada, con la modificación prevista con anterioridad.
Basten las anteriores consideraciones para negar las pretensiones relacionadas con la pensión de invalidez de origen profesional que reclama, por no alcanzar el 50% de pérdida de capacidad laboral, requerida para tales efectos.
Costas en esta instancia a cargo de la actora en un 80%.

En mérito de lo expuesto, la Sala de Decisión Laboral Nº 2 del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

RESUELVE

PRIMERO. MODIFICAR el ordinal TERCERO de la sentencia proferida por el Juzgado Quinto Laboral del Circuito, el cual quedará así:

TERCERO: DECLARAR  que la señora MARLENY DE JESUS JIMENEZ SERNA  tiene una pérdida de capacidad laboral equivalente al 37.95%, por enfermedad de origen profesional y con fecha de estructuración del 29 de septiembre de 2003.

SEGUNDO. CONFIRMAR, en todo lo demás la sentencia recurrida.

TERCERO. CONDENAR en costa en esta instancia a la parte actora en un 80%.
Notificación surtida en estrados.

No siendo otro el objeto de la presente audiencia se levanta y firma esta acta por las personas que en ella han intervenido.
Los Magistrados,

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Ponente
FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES                 OLGA LUCÍA HOYOS SEPÚLVEDA

                                                                                     Impedida

ALONSO GAVIRIA OCAMPO

Secretario
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